San José, 23 de marzo de 2017.


Señores y Señoras
Consejo Superior
Poder Judicial



Estimados Señores y Señoras:

Reciban un atento saludo. 

Muy respetuosamente, les muestro mi preocupación a ustedes y a las personas integrantes de la Comisión de la Jurisdicción Agraria sobre las inconsistencias que presenta el informe de Planificación y de que se quieran hacer números partiendo de datos que no representan la realidad y se emitan conclusiones con base en esa información, todo fundamentado en la prisa que tienen para rendir un informe al Consejo Superior a cuyos integrantes se puede inducir a error en la toma de decisiones por utilizar información que no resulta confiable con respecto a las verdaderas cifras de circulante que presentan los despachos.

Estimó la prisa no es un problema nuestro como Comisión, como para que se haga un informe que presente sesgos de una importancia determinante para la toma de decisiones, que finalmente va a afectarnos porque no van a autorizar especializar juzgados mixtos con una incidencia negativa al servicio público que ofrece la Jurisdicción Agraria y una eventual implementación de la reforma basada en datos que no son fiables ni de calidad. 
Si los datos no son exactos va a ser caldo de cultivo para que no se dé luz verde para aprobar el proyecto y para afectar la implantación eficiente del proyecto.

Ya he informado a Planificación con antelación a la presentación del informe que se hizo a Planificación inconsistencias en los datos suministrados vinculados con:

1. La indicación en el informe en forma expresa de que no se afecta la competencia, cuando sabemos que una de las principales implicaciones del proyecto es que se va a aumentar la competencia en varios temas, entre ellos: sucesiones (al pasar de las parcelas asignadas por el INDER a todas las fincas destinadas a la actividad de producción agraria y resto de  bienes), en los procesos de propiedad intelectual relacionados con la producción agraria; a los procesos de quiebra y de administración por intervención judicial que hasta ahora solo conoce civil; en los procesos en los que esté relacionado un acto administrativo con la producción agraria que hasta ahora se pasan a lo Contencioso por competencia; entre muchos otros.

1. La negativa en el informe de que se disponga la creación de nuevas categorías de plazas que se dediquen a la ejecución, partiendo de datos incorrectos tales como que al cierre de febrero en el Juzgado Mixto de Buenos Aires se conocen cero expedientes de esa naturaleza, cuando se sabe y les informé con antelación a la presentación del informe a la Comisión que ese dato no corresponde a la realidad, pues cuando le pedí los datos al juez agrario de Buenos Aires éste me informó, al lunes pasado tenían “Hipotecarios: 4; 
Prendarios: 0; Monitorios: 13; Ejecución Simple: 1; Ejecución de Sentencia: 0 e Interdictos: 52”, cifras que corresponden  a la toma física del inventario de expedientes. De igual manera, les informé con criterio técnico que cuando el proyecto hace alusión a ejecución se refiere no solo a la etapa de ejecución de ordinarios y de sumarios interdictales y de desahucio, sino además, a los monitorios, hipotecarios y prendarios; no obstante, el informe se mantuvo igual.
1. La negativa en el informe de disponer la creación de la categoría establecida en el proyecto para jueces agrarios especialistas en conciliación (como ya existe en Contencioso Administrativo) argumentando deben establecerse “buenas prácticas” como son las “audiencias de conciliación tempranas” implementadas en el Juzgado Agrario de Cartago, cuando lo cierto es que es urgente al menos una plaza que se ocupe de esa labor en forma itinerante –como se señala en el proyecto- ante el aumento de competencias y porque en ocasiones las partes desean conciliar con una persona juzgadora que no sea la que va a emitir sentencia; sumado al hecho de la experiencia negativa que ha tenido la Jurisdicción Agraria con el Centro de Conciliación cuando hace algunos años –a petición de lo agrario- hicieron una audiencia masiva de conciliación y no lograron conciliar ningún asunto al no dominar la especialidad de la materia. También les informé que ya en Agrario erradicamos la práctica de hacer audiencias exclusivas para conciliación porque cuando lo hicimos perdimos los señalamientos en agenda porque casi nadie llegaba, de ahí que la trasladamos para conciliar en la audiencia de prueba. Eso se les informó con antelación a la presentación del informe a la Comisión. A ello se le suma que la jueza agraria de Cartago estima que lo que se concilia en esas audiencias tempranas es de aproximadamente el 50% aproximadamente. 

1. La negativa a hacer un replanteamiento de la competencia territorial en agraria para equilibrar las cargas de trabajo de los Despachos con mayores circulantes con lo que tramitan mucho menos asuntos y disponen siempre de dos personas juzgadoras; además, de las gestiones pendientes de pronunciamiento de Planificación remitidas con antelación por la Comisión, hechas por la Municipalidad y personas usuarias de Quepos para que los asuntos de esa localidad no se vean en Puntarenas por las distancias. Al respeto se me indicó por el ingeniero Roldán que se trata sólo de 10 expedientes, en forma contraria a lo indicado el martes pasado por la jueza Coordinadora y el juez agrario del Juzgado Mixto de Puntarenas de que aproximadamente el 30% del circulante de ese despacho proviene de Quepos y que los datos que tomó Planificación cuando hizo el estudio –sin mi participación como experta- fue sesgado pues partió de una muestra.

1. La negativa de especializar el Juzgado Mixto de Turrialba sin haber hecho un replanteamiento de la competencia territorial, pese a haber gestiones previas de la Comisión a Planificación para que se les pasen los asuntos provenientes de Siquirres y así descongestionar el Juzgado Agrario de Guápiles y ofrecer un acceso más rápido de las personas usuarias de Siquirres ante la carretera que la conecta con Turrialba.

1. La negativa a especializar el Juzgado Mixto de Buenos Aires, sin siquiera valorar disminuir la competencia del Juzgado Agrario de Corredores que es tan amplia territorialmente o la del Juzgado Agrario de PZ que es atendido por solo un juez. Eso se les pidió con antelación a la presentación del informe y no se hizo un estudio previo. De igual forma les informé con antelación sobre las medidas cautelares impuestas al Estado (lo que incluye al Poder Judicial) por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la que se exige el establecimiento de medidas para disminuir la violencia en los territorios indígenas competencia de ese Juzgado, entre ellos Salitre y Cabagra, por problemas eminentemente territoriales. Es importante considerar que la plaza de juez agrario que tiene Buenos Aires había recibido un informe negativo de Planificación; no obstante eso, el Consejo Superior dispuso su creación por aspectos cualitativos ante la población en condición de vulnerabilidad que se atiende en ese Despacho (indígenas). Ahora se sigue insistiendo en no especializar.

1. La duración promedio de los Juzgados Agrarios, el Tribunal Agrario y la Sala Primera, la cual no responde a la realidad. Con antelación a la presentación del informe a la Comisión, les indiqué no era coherente el Tribunal Agrario tuviera una duración tan alta como la indicada cuando en su histórico siempre reportaba de 2.5 meses a 3 meses luego de la implementación del expediente electrónico y escritorio virtual hace muchos años. No obstante eso, se mantuvo el dato. Y ahora, con un estudio de la Administración del Tribunal Agraria solicitada por la suscrita y el juez Coordinador de ese Tribunal, se concluye que los datos de duración promedio que indican son incorrectos porque están sumando al Tribunal –y posiblemente a la Sala también- los tiempos de duración de la primera instancia. Al respecto, solicité al Magistrado Luis Guillermo Rivas en su condición de Presidente de la Sala un informe de la duración promedio de los asuntos agrarios de 2016 para cotejarlo con lo expuesto en este informe por Planificación.

1. Me preocupa además, se esté pidiendo con tan poca anticipación a las oficinas administrativas –con base en ese informe al que se ha hecho referencia- que hagan el estimado de presupuesto 2018 de costos en la implementación del proyecto para que los aportes el próximo martes. Evidentemente, los datos que servirán de base a esas jefaturas no responden a la realidad por las razones apuntadas y aunque me he reunido con algunas de estas oficinas administrativas (Gestión Humana, Tecnología de la Información, Planificación, Dirección Ejecutiva y Planificación), y he ofrecido mi acompañamiento técnico, me han indicado, requieren el informe de Planificación acerca de las implicaciones de la reforma procesal.

1. Debo advertir que, tal y como se ha conversado en la Comisión, he pedido a Planificación un estudio de costos de implementación de la Reforma Procesal Laboral ante su próxima vigencia el 25 de julio y la aplicación supletoria a los procesos agrarios, y no se ha accedido a realizarla argumentando que el Consejo Superior les solicitó únicamente costos del proyecto. La realidad es que a este momento lo único certero es que a partir del 25 de julio los procesos agrarios deberán adecuarse a la LJA y en forma supletoria y en primer orden a la transformación procesal laboral al sistema de oralidad por audiencias.

1. Mi preocupación de que no se esté disponiendo en el informe de Planificación la asignación de un vehículo a cada una de las administraciones regionales donde están ubicados los Juzgados Agrarios y los Mixtos que conocen de la materia agraria para que prioricen la atención de las audiencias de prueba agraria y sean usadas. Lo anterior porque la insuficiencia en la disponibilidad de vehículos en los procesos agrarios ha sido un problema histórico que ha generado saturación de agendas de los Juzgados; y no podría mantenerse esa situación con la implementación de la reforma procesal, o buscar soluciones insuficientes como la asignación limitada y no integral. Al respecto, remito a las recomendaciones de la Auditoría Judicial a la Comisión de Asuntos Agrarios debido a las inconsistencias de los Juzgados Agrarios que han buscado diversas soluciones no estandarizadas para enfrentar esta situación, pues no todas las personas juzgadoras están anuentes a usar vehículos de las partes para ese traslado por razones de seguridad y de transparencia. Sobre este mismo tema, debo advertir que si los vehículos y las personas que los conduzcan son asignados a las Administración Regionales, aunque la prioridad sea para la atención de las audiencias agrarias, deben ser cargadas al programa presupuestario de la Administración y no al Programa 927 que es de la Judicatura.

1. Reitero además lo que indiqué a Planificación antes de la emisión de ese informe que se presentó a la Comisión y que fue luego secundado por las personas representantes del Tribunal en la Comisión, de que debe dotarse a ese Tribunal de al menos una sección adicional a fin de que enfrente durante el 2017 y en forma ordinaria en 2018 de una sección adicional.

A lo anterior se suman las observaciones hechas en la sesión de la Comisión del pasado martes por la Magistrada Escoto, el Dr. Ricardo Guerrero Portilla, la jueza María Rosa Castro García y los jueces Antonio Darcia Carranza y Carlos Picado Vargas; así como el correo enviado el día de ayer por la jueza Ruth Alpízar.

Solicité a la Administración Regional del II Circuito Judicial de San José permitieran a los Administradores del Tribunal Agrario nos hagan el día de hoy un acompañamiento a la reunión con Planificación para que les expliquen con detalle el error cometido por el ingeniero Pablo Roldán al sumar al Tribunal Agrario el tiempo de duración de los Juzgados Agrarios; situación que no es la primer vez que acontece en el Tribunal Agrario pero siempre la hemos advertido y se termina corrigiendo, pero en un informe tan importante como el que sirve de base para la implementación del proyecto.

Reitero mi disposición para trasladarme en el momento que sea necesario con personas de Planificación a los Despachos Agrarios a hacer estudios más detallados de los Juzgados y el Tribunal (tomas físicas de inventarios) para que los datos que sirvan de base a ese informe sean de calidad (apegados a la realidad), a fin de que las decisiones que se tomen sean certeras y no afecten la aprobación del proyecto de CPA y la implementación de la reforma procesal (incluyendo la incidencia de la reforma laboral) con una definición de costos.

Por todo lo anterior, solicito  se me conceda audiencia ante el Consejo Superior a fin de que se posibilite ampliar el plazo para realizar los ajustes necesarios al informe que presenta Planificación.
 

Cordialmente.

Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.
Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria
Poder Judicial
(506) 22953081
(506) 88118561
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